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La Sección Segunda del 
Consejo Consultivo de Castilla y 
León, reunida en Valladolid el día 17 
de marzo de 2005, ha examinado el 
expediente de responsabilidad patri-
monial iniciado como consecuencia 
de la reclamación presentada por 
Dña. xxxxxxxxxxxxxx, y a la vista 
del mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

 

 
 

DICTAMEN 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 23 de febrero de 2005 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 

solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
xxxxxxxx debido a los daños sufridos al tropezar con los restos de una columna 
que soportaba una señal de circulación. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 25 de febrero de 

2005, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 196/2005, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, aprobado por el Decreto 
102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por la Sra. Presidenta del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Pérez Solano. 

 
Primero.- Con fecha 15 de abril de 2004, tiene entrada en el registro 

del Ayuntamiento de ddddddddd un escrito de reclamación de responsabilidad 
patrimonial, de Dña. xxxxxxxx, por los daños sufridos al tropezar con los restos 
de una columna que soportaba una señal de circulación. 

 

 1



 

En dicho escrito hace constar que “en la calle nnnnn a la altura del 
comercio `mmmmmmm´ había una señal que estaba partida pero no al ras del 
suelo, que la quedaba como una cuarta para arriba y al tropezar con ella me 
hice bastante daño porque se me rompió la bota y me tuve que ir a urgencias 
por el rasguño que me hice con el consiguiente hinchazón y me tuvieron que 
poner la vacuna antitetánica”.  

 
La reclamante solicita que corten a ras del suelo la citada señal para 

evitar que nadie más se siga tropezando y le abonen los daños ocasionados. 
 
Segundo.- Con fecha 3 de mayo de 2004, la reclamante comparece 

ante el Servicio Instructor, a los efectos de hacer entrega de la bota que resultó 
dañada como consecuencia del accidente, la cual –según sus manifestaciones– 
había sido usada durante dos años y tiene un roto en la parte superior como de 
1 cm que la hace inservible. 

 
Asimismo, señala que próximamente aportará el informe de su médico 

de cabecera y propone como prueba testifical la de una señora que se llama 
yyyy cuyos datos aportará próximamente. 

 
Tercero.- La Dra. hhhhhhh emite informe médico referente a la 

reclamante en el que hace constar que “el día 14/04/04 fue atendida en el 
centro norte de ddddddd por herida en dorso de pie izquierdo y necesitó cura y 
profilaxis antitetánica”. 

 
Cuarto.- En fecha 13 de mayo de 2004, el Servicio Instructor toma 

declaración a la testigo propuesta por la reclamante, Dña. yyyyyyyy, quien 
manifiesta que “el día 14 de abril de 2004, por la mañana, vio en la C/ nnnnnn 
de esta localidad, a la altura de la mmmmmm, como Dª xxxxxxxxx tropezaba 
con un trozo de hierro que sobresalía del suelo y que, al parecer, eran los 
restos de una señal anteriormente existente. Que vio como se producía como 
consecuencia del golpe la rotura de la bota izquierda de dicha señora y que 
apreció la existencia de una pequeña herida respecto a lo cual la manifestó Dª 
xxxxxxx que iba a ir al médico”. 

 
Quinto.- En el trámite de audiencia concedido a la interesada, ésta no 

realiza alegación alguna al respecto. 
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Sexto.- El Órgano Instructor, mediante escrito de fecha 5 de octubre de 
2004, requiere a la reclamante para que concrete la cantidad que solicita en 
concepto de daños y perjuicios. 

 
A dicho requerimiento responde la reclamante mediante escrito de fecha 

20 de octubre de 2004, solicitando la cantidad de 75 euros por el concepto de 
daños y perjuicios ocasionados en su día. 

 
Séptimo.- Con fecha 20 de octubre de 2004, comparece el Instructor 

del expediente en la calle nnnnnnn de dddddd para constatar si a la altura del 
establecimiento “mmmmmmm” existían restos de la columna que soportaba 
una señal de circulación, comprobando que efectivamente había unos 10 cm de 
tubo cuadrado metálico sobresaliendo de la rasante de la calle de dicho lugar. 

 
Octavo.- El Órgano Instructor formula, con fecha 26 de enero de 2005, 

la propuesta de resolución en el sentido de estimar la reclamación interpuesta 
al quedar acreditado el nexo causal entre los daños sufridos y el 
funcionamiento de la Administración. 

 
 

 En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente, con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.h),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el punto 4º, regla C), en relación con la regla 
B), letra h), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003, del Pleno del Consejo, por 
el que se determina el número, orden, composición y competencias de las 
Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en los 

artículos 139 a 144 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
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Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, desarrollados por el Reglamento de los procedimientos de las 
Administraciones Públicas en materia de responsabilidad patrimonial, aprobado 
por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo. 

 
3ª.- Concurren en la interesada los requisitos de capacidad y 

legitimación exigidos por la referida Ley 30/1992. La competencia para resolver 
la presente reclamación corresponde al Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de 
dddddddd, en virtud del artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
reguladora de las Bases del Régimen Local, en relación con el 142.2 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre.  

 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “los particulares, 

en los términos establecidos por la Ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los 
casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la Ley debe entenderse hecha a los 

artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, a la que además se remite el artículo 82.1 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León.  
 

Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo (entre otras, 
Sentencias de 1 de marzo, 21 de abril y 29 de octubre de 1998; 28 de enero de 
1999; 1 y 25 de octubre de 1999), así como la doctrina del Consejo de Estado 
(Dictámenes de 27 de marzo de 2003, expte. nº 183/2003; 6 de febrero de 
2003, expte. nº 3583/2002; y 9 de enero de 2003, expte. nº 3251/2003), la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia 
de los siguientes requisitos: 

 
a) La existencia de un daño efectivo, evaluable económicamente e 

individualizado en relación con una persona o grupo de personas. 
 
b) El carácter antijurídico del daño, en el sentido de que la 

persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la 
Ley. 
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c) La imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es 
decir, la integración del agente en el marco de la organización administrativa a 
la que pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo 
ámbito se produce el daño. 

 
d) La relación de causa a efecto entre la actividad administrativa y 

el resultado dañoso, nexo causal que implica la necesidad de que el daño sea 
consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio público o 
actividad administrativa en relación directa e inmediata. 

 
e) Ausencia de fuerza mayor. 
 
f) Que no haya transcurrido un año desde el momento en que se 

produjo el hecho causante. 
 

5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre la reclamación de daños 
y perjuicios formulada por Dña. xxxxxxxxxx debido a los daños sufridos al 
tropezar con los restos de una columna que soportaba una señal de circulación, 
frente al Ayuntamiento de dddddddddd. 

 
La interesada ha ejercitado su derecho en tiempo hábil, de acuerdo con 

lo establecido en el artículo 142.5 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, esto es, antes de transcurrir un año desde la fecha del 
hecho causante. 

 
6ª.- En cuanto al fondo de la cuestión planteada, estima este Consejo 

Consultivo, al igual que los órganos que han informado a lo largo del 
procedimiento, que sí existe responsabilidad por parte de la Administración 
Autonómica.  

 
Comprobadas la realidad y certeza del daño patrimonial sufrido por la 

reclamante y la regularidad formal de su petición, la única cuestión planteada 
consiste en determinar si el expresado daño ha sido o no consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal del servicio público, presupuesto 
indispensable para el nacimiento de la responsabilidad patrimonial de la 
Administración, conforme al artículo 139 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, ya citada. 
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La determinación de la relación de causalidad exige comprobar si, a la 
vista de los datos resultantes del expediente, los posibles daños sufridos fueron 
o no consecuencia del obstáculo existente en la calle. 

 
Para ello es preciso analizar los distintos informes obrantes en el 

expediente, así como las pruebas practicadas, concretamente la testifical y 
documental aportada por la reclamante. 

 
En efecto, resulta de las actuaciones prueba suficiente de la eventual 

relación de causalidad entre los daños invocados y el funcionamiento del 
servicio público. Los servicios administrativos tienen constancia del accidente, 
así como de la deficiencia en la vía pública el día de los hechos, puesto que 
hemos de recordar que el propio órgano instructor comprueba efectivamente 
que había unos 10 cm de tubo cuadrado metálico sobresaliendo de la rasante 
de la calle en dicho lugar, y también lo declara la testigo propuesta por la 
reclamante. 

 
Si bien es cierto que lo ideal es que constara en el expediente el informe 

del servicio cuyo funcionamiento haya ocasionado la presunta lesión 
indemnizable, tal y como exige el artículo 10.1 del Reglamento de los 
procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de responsabilidad 
patrimonial, aprobado por el Real Decreto 429/1993, de 26 de marzo, y no 
únicamente del Órgano Instructor, no lo es menos que en el presente caso de 
la prueba testifical practicada y del informe médico aportado puede entenderse 
acreditada la realidad de los hechos alegados por la reclamante, esto es, la 
caída como consecuencia de un obstáculo en la vía que no debía existir, o que, 
en caso de existir, debería estar debidamente señalizado por el peligro que 
conllevaba. 

 
Por lo tanto, a la luz de los hechos probados y los preceptos aludidos, 

este Consejo Consultivo estima que en el presente caso sí debe responder la 
Administración de los daños y perjuicios sufridos por la reclamante y considera 
procedente indemnizar a la reclamante, de acuerdo con su solicitud y conforme 
la valoración efectuada por el Servicio Instructor de la Administración, con la 
cantidad 75 euros. 
 
 Ello sin perjuicio de que el importe de la indemnización se actualice a la 
fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad, de acuerdo con 
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lo previsto en el artículo 141.3 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución estimatoria en el expediente de responsabilidad 

patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por Dña. 
xxxxxxxxx debido a los daños sufridos al tropezar con los restos de una 
columna que soportaba una señal de circulación. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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